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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las trece horas con cuarenta y un
minutos del día treinta de abril de dos mil veintiuno.

El presente procedimiento inició mediante denuncia presentada el día once de noviembre de
dos mil diecinueve por , contra el señor
Alcalde Municipal de San Femando, departamento de Chalatenango (fs. 1 al 24).

Considerandos: 

l. Antecedentes.

Obieto del caso 

., 

Al investigado se le atribuye la posible infracción al deber ético de "Excusarse de intervenir o

participar en asuntos en los cuales él, su cónyuge, conviviente, parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o segundo de afinidad o socio, tengan algún conflicto de interés", regulado en el
artículo 5 letra c) de la Ley de Ética Gubernamental, en lo sucesivo LEG, por cuanto en el año dos
mil dieciséis, en calidad de Alcalde Municipal de San Fernando, habría intervenido en la contratación
de su padre, señor :, conocido por
como auxiliar y maestro de obra en diversos proyectos de mejoramiento y pavimentación de calles
del mencionado municipio, ejecutados por su Alcaldía.

Desarrollo del procedimiento 

1. Por resolución de fecha once de noviembre de dos mil veinte (fs. 25 y 26) se ordenó la
investigación preliminar del caso y se requirió informe al señor

2. Mediante resolución de fecha veinte de enero de dos mil veintiuno (fs. 49 al 51) se decretó
la apertura del procedimiento administrativo sancionador contra el señor y se le
concedió el plazo de cinco días hábiles para que ejerciera su derecho de defensa.

3. En la resolución de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno (f. 57) se abrió a
pruebas el procedimiento y se comisionó al licenciado como Instructor.

� 4. Con el informe de fecha veinticinco de marzo de dos mil veintiuno (fs. 65 al 90) el
Instructor designado incorporó prueba documental.

11. Fundamento jurídico.

Competencia del Tribunal en materia sancionadora. 

El poder sancionatorio que tiene este ente administrativo contralor de la ética en la función
pública, ha sido habilitado constitucionalmente por el art. 14 de la Constitución, siendo una potestad
jurídicamente limitada por la ley que constituye una de las facetas del poder punitivo del Estado.

De esta manera, el ejercicio de las facultades y competencias de este Tribunal, es un
reforzamiento de los compromisos adquiridos por el Estado a partir de la ratificación de la
Convención Interamericana contra la Corrupción (CIC) y la Convención de las Naciones Unidas
contra la Corrupción (CNUCC). Es así como el legislador, consciente de la importancia que el
desempeño ético de la función pública reviste en un Estado de Derecho, estableció un catálogo de
deberes que deben regir el actuar de todos aquellos que forman parte de la Administración Pública;
además, de un listado de conductas que conforman materia prohibitiva para el proceder de estos
sujetos.

La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. 
En ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido en 
el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la segunda versión pública en aplicación del 
criterio de la 21-20-RA-SCA del 16/11/2020.














